CNCom., Sala C, 03/02/2006. - Moreno Bunge, Alejandro Juan s/quiebra - [ED, (29/06/2006, nro 11.540)] 
  Dictamen de la Fiscal ante la Cámara. - 1. La jueza de primera instancia fijó el día 10 de mayo de 1997 como fecha real y definitiva de cesación de pagos y dispuso que, a los efectos dispuestos por el art. 116 de la LC, no podrá retrotraer más allá del 25 de junio de 1999. 

    2. Apeló el fallido. Expresó agravios a fs. 479/81. 

    Manifestó que la resolución recurrida carece de fundamento. Refirió que el deudor, al solicitar la apertura de su concurso preventivo, denunció que su estado de cesación de pagos tuvo indicio el 29 de mayo de 2000; que el síndico interviniente en el concurso preventivo, indicó, en el informe general que ese estado se inició el 18 de junio de 1999; y que el juez tomó la fecha sugerida por el síndico de la quiebra, esto es, 10 de mayo de 1997. 

    Señaló que los incumplimientos en el pago de los créditos verificados, se produjeron entre el 30 de enero de 2000 y el 19 de mayo del mismo año. Expresó que la fecha fijada por el juez no tiene sustento alguno y que el único crédito que tiene fecha anterior es el de la Administración Federal de Ingresos Públicos, respecto del cual no se explicó clara y concretamente la causa de la acreencia. 

    3. En mi opinión, el recurso de apelación interpuesto debe progresar. 

    Nuestro régimen concursal adopta la concepción amplia de la cesación de pagos, ya que ésta puede ser demostrada por cualquier hecho que exteriorice que el deudor se halla en la imposibilidad de cumplir regularmente sus obligaciones, cualquiera que sea el carácter de ellas y las causas que lo generan (art. 79, LCyQ; conf. dictamen 73.455, 16-8-95, "Burmar SACIA s/quiebra s/inc. de determinación de fecha de cesación de pagos"; conf. Cámara, H., "El concurso preventivo y la quiebra", t. III, pág. 1577). 

    La cesación de pagos es, pues, un estado del patrimonio de una persona por el cual ésta se revela impotente para hacer frente a las deudas que lo gravan (Bonelli, "Del Fallimento", pág. 3; Fernández, "Fundamento de la  Quiebra", pág. 296); "Importa la situación de impotencia patrimonial del deudor que se infiere de cualquier manifestación exterior que patentiza en forma inequívoca la imposibilidad del deudor para satisfacer sus obligaciones con recursos regulares" (Cámara, H., ob. cit., pág. 1570); es aquel estado que sin disponibilidad de crédito, se revela impotente para atender las obligaciones exigibles, con los bienes normalmente realizables en oportunidad de dicha exigibilidad (Quintana Ferreyra, "Concursos", t. I, pág. 17). 

    Esta situación patrimonial se pone en evidencia por hechos exteriores, entre los cuales figura, en primer término, el incumplimiento de las obligaciones y, a la par de éste, todos los actos del deudor que pongan de manifiesto su impotencia frente a las deudas o imposibilidad de pagar o insolvencia, como, v. gr. su confesión expresa judicial o extrajudicial (presentándose en concurso o quiebra, pidiendo a los acreedores privadamente esperas o quitas); su confesión implícita (fuga, ocultación, cierre de oficinas); el recurrir a expedientes ficticios, ruinosos o fraudulentos para obtener recursos con el fin de continuar materialmente los pagos (conf. Fernández, R., ob. cit., pág. 274). 

    El incumplimiento es el hecho demostrativo más típico y corriente de la impotencia patrimonial del deudor, pero de ahí no puede seguirse que incumplimiento y cesación de pagos sean la misma cosa, puede haber cesación de pagos sin incumplimientos cuando otros hechos demuestran en forma inequívoca la calidad de cesante del deudor (conf. Fernández ob. cit. pág. 303; conf. dictamen 73.455, 16-8-95, "Burmar SACIA s/quiebra s/inc. de determinación de fecha de cesación de pagos"). 

    4. En el caso, la a quo, fijó como fecha de inicio del estado de cesación de pagos, el día 10 de mayo de 1997, fecha aconsejada por el síndico a fs. 462. 

    De acuerdo a las constancias de la causa, considero que el estado de cesación de pagos del fallido tuvo comienzo con posterioridad a esa fecha. 

    En efecto, a requerimiento de esta Fiscalía General (fs. 498), el síndico informó que la mora de los créditos verificados en autos se produjo a partir del 14 de marzo de 2000 (véase fs. 520). 

    No existe ningún otro indicio en la causa que conduzca a fijar una fecha anterior. Por otro lado, el síndico, en su informe general -al cual remite la jueza en su sentencia- al dictaminar sobre la fecha de inicio del estado de cesación de pagos, no indicó, como exige el art. 39 de la LC los hechos y circunstancias que fundamentaron el dictamen. 

    Como consecuencia de todo lo expuesto, considero que el estado de cesación de pagos del fallido tuvo su inicio en el mes de marzo de 2000, cuando se produjo el primer incumplimiento con relación a los créditos verificados en autos. 

    Por los fundamentos expuestos, opino que V. E. debe revocar la resolución apelada. Diciembre 19 de 2005. - Alejandra Gils Carbó. 

    Buenos Aires, febrero 3 de 2006. - Y Vistos: I. Apeló el fallido a fs. 474 la resolución de fs. 467/468 por la cual se fijó el día 10 de mayo de 1997 como fecha inicial del estado de cesación de pagos. 

    Expresó agravios a fs. 479/481, los que fueron contestados por el síndico a fs. 489/492. 

    A fs. 524/525 la Sra. fiscal de Cámara emitió su dictamen. 

    2. Dispone el art. 117 in fine LCQ que son legitimados para apelar la resolución que fija fecha inicial del estado de cesación de pagos, el fallido y quienes intervinieron en la articulación. 

    Puede entonces apelar el quebrado, haya o no observado el informe del síndico, ya que su legitimación no depende en este caso de que previamente hubiera manifestado disconformidad con la fecha informada por el citado órgano del concurso (Heredia, Pablo, "Tratado Exegético de Derecho Concursal", t. 4, pág. 80. Quintana Ferreyra, "Concursos", t. 2, pág. 314; Cámara, Héctor, "El Concurso Preventivo y la Quiebra", vol. III, pág. 1910; Fassi-Gebhardt, "Concursos y Quiebras", pág. 341). 

    Síguese de ello la improcedencia del cuestionamiento formulado por la sindicatura a la legitimación del deudor para apelar la decisión por la que se fijó su fecha inicial del estado de cesación de pagos. 

    3. La cesación de pagos constituye un estado patrimonial caracterizado por la imposibilidad de afrontar los compromisos que gravan el patrimonio del deudor. Este estado de hecho suele comenzar con una serie de actos de significado ambiguo, pero que con el transcurso del tiempo se acentúan y revelan el desequilibrio patrimonial del deudor. De ese modo, aquellos primeros indicios si bien podrían resultar insuficientes para provocar la apertura del procedimiento concursal, son idóneos para luego determinar el inicio del estado de cesación de pagos de la insolvente (CNCom., sala A, 28-5-87, "Cía. Argentina del Cierre Relámpago s/quiebra"). 

    Es decir, con la determinación de la fecha de cesación de pagos se trata de fijar un punto en el tiempo en el que las dificultades económicas del deudor cobraron una magnitud relevante a los efectos concursales: es decir, la fecha de comienzo de una etapa de desequilibrio económico, a los fines de la ley concursal (CNCom., sala A, "Vicco, Miguel s/quiebra", 21-9-88). 

    Dentro de este marco de análisis, se coincide con el dictamen de la  Sra. fiscal de Cámara en punto a que la decisión apelada, que en sus fundamentos remite al dictamen confeccionado por la sindicatura en el informe general, no aparece debidamente fundada. 

    En efecto, se fijó allí como fecha inicial del estado de insolvencia del deudor el día 10 de mayo de 1997, mas no se indicó cuál fue el hecho revelador que sustentó tal decisión. Tampoco lo hizo el síndico en el informe del art. 39 de la LCQ (fs. 460/462, pto. VI). 

    En tales condiciones, debe estarse a lo aconsejado por la Sra. fiscal de Cámara en el dictamen precedente, cuyas conclusiones aparecen fundadas debidamente en el informe del síndico obrante a fs. 520. En efecto, al indicar el funcionario la fecha en que se tornaron exigibles los créditos verificados en este proceso universal, se concluye que el estado de impotencia patrimonial no comenzó en la fecha señalada por la juez a quo, sino el 14 de marzo de 2000. 

    4. Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la  Sra. fiscal de Cámara, se resuelve: revocar la resolución apelada y fijar como fecha inicial del estado de cesación de pagos en la quiebra de Alejandro Juan Moreno Bunge el día 14 de marzo de 2000. Con costas (art. 68, CPCC). Devuélvase y notifíquese. - José L. Monti. - Bindo B. Caviglione Fraga. - Héctor M. Di Tella (Sec.: Jorge A. Juárez). 

